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Diario Oficial No. 45.658 de 1 de septiembre de 2004

PODER PÚBLICO - RAMA LEGISLATIVA

Por la cual se expide el Código de Procedimiento Penal.

<NOTA: Ver Resumen de Notas de Vigencia relacionadas con el proceso de implementación de
esta Ley y sobre la vigencia plena del nuevo sistema adoptado, que a más tardar debe darse el 31
de diciembre del 2008>

(Corregida de conformidad con el Decreto 2770 de 2004)

<NOTA: Para consultar la versión original ir a la Ley 906 de 2004 publicada en el Diario Oficial
No. 45.657 de 31 de agosto de 2004>

Resumen de Notas de Vigencia

NOTAS DE VIGENCIA:

- Modificada por la Ley 2292 de 2023, 'por medio de la cual se adoptan acciones afirmativas
para mujeres Cabeza de Familia en materias de política criminal y penitenciaria, se modifica
y adiciona el Código Penal, la Ley 750 de 2002 y el Código de Procedimiento Penal y se
dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 52.330 de 8 de marzo de 2023.
Rige a partir del 9 de marzo de 2023.

- Modificada por la Ley 2205 de 2022, 'por medio de la cual se modifican los artículos 175 y
201 de la Ley 906 de 2004, con el fin de establecer un término perentorio para la etapa de
indagación, tratándose de delitos graves realizados contra los niños, niñas y adolescentes, se
crea la unidad especial de investigación de delitos priorizados cometidos contra la infancia y
la adolescencia, y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 52.030 de
10 de mayo de 2022.

- Ley 2197 de 2022 corregida por el Decreto 207 de 2022, 'por el cual se corrigen unos yerros
en la Ley 2197 de 2022 “por medio de la cual se dictan Normas Tendientes al
Fortalecimiento de la Seguridad Ciudadana y se dictan otras disposiciones”', publicado en el
Diario Oficial No. 51.942 de 8 de febrero de 2022.

- Modificada por la Ley 2197 de 2022, 'por medio de la cual se dictan normas tendientes al
fortalecimiento de la seguridad ciudadana y se dictan otras disposiciones', publicada en el
Diario Oficial No. 51.928 de 25 de enero de 2022.

- Modificada por la Ley 2111 de 2021, 'por medio del cual se sustituye el Título XI “De los
delitos contra los recursos naturales y el medio ambiente” de la Ley 599 de 2000, se modifica
la Ley 906 de 2004 y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 51.750
de 29 de julio de 2021.

- Modificada por la Ley 2098 de 2021, 'por medio de la cual se reglamenta la prisión
perpetua revisable y se reforma el Código Penal (Ley 599 de 2000), el Código de



Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004), el Código Penitenciario y Carcelario (Ley 65 de
1993) y se dictan otras disposiciones, Ley Gilma Jiménez', publicada en el Diario Oficial No.
51.727 de 6 de julio de 2021.

- Consultar Decreto Legislativo 546 de 2020, 'por medio del cual se adoptan medidas para
sustituir la pena de prisión y la medida de aseguramiento de detención preventiva en
establecimientos penitenciarios y carcelarios por la prisión domiciliaria y la detención
domiciliaria transitorias en el lugar de residencia a personas que se encuentran en situación
de mayor vulnerabilidad frente al COVID-19, y se adoptan otras medidas para combatir el
hacinamiento carcelario y prevenir y mitigar el riesgo de propagación, en el marco del Estado
de Emergencia Económica, Social y Ecológica', publicado en el Diario Oficial No. 51.285 de
14 de abril de 2020.

- Modificada por la Ley 1959 de 2019, 'por medio de la cual se modifican y adicionan
artículos de la Ley 599 de 2000 y la Ley 906 de 2004 en relación con el delito de violencia
intrafamiliar', publicada en el Diario Oficial No. 50.990 de 20 de junio 2019.

- Modificada por la Ley 1944 de 2018, 'por medio del cual se modifica la Ley 599 de 2000 y
se crean los tipos penales de abigeato y abigeato agravado', publicada en el Diario Oficial No.
50.820 de 28 de diciembre de 2018.

- Modificada por la Ley 1908 de 2018, 'por medio de la cual se fortalecen la investigación y
judicialización de organizaciones criminales, se adoptan medidas para su sujeción a la
justicia y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 50.649 de 9 de
julio de 2018.

- Modificada por la Ley 1851 de 2017, 'por medio de la cual se establecen medidas en contra
de la pesca ilegal y el delito de ilícita actividad de pesca en el territorio marítimo
colombiano', publicada en el Diario Oficial No. 50.299 de 19 de julio de 2017.

- Modificada por la Ley 1826 de 2017, 'por medio de la cual se establece un procedimiento
penal especial abreviado y se regula la figura del acusador privado', publicada en el Diario
Oficial No. 50.114 de 12 de enero de 2017.

- Ley 1786 de 2016 corregida mediante Fe de Erratas publicada en el Diario Oficial No.
49.970 de 19 de agosto de 2016, la cual establece [q]ue por error de transcripción omitimos
la expresión “de juicio” contenida en el numeral 5 del artículo 2o de dicha ley.'.

- Modificada por la Ley 1786 de 2016, 'por medio de la cual se modifican algunas
disposiciones de la Ley 1760 de 2015', publicada en el Diario Oficial No. 49.921 de 1 de
julio de 2016.

- Modificada por la Ley 1774 de 2016, 'por medio de la cual se modifican el Código Civil, la
Ley 84 de 1989, el Código Penal, el Código de Procedimiento Penal y se dictan otras
disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 49.747 de 6 de enero de 2016.

- Modificada por la Ley 1760 de 2015, 'por medio de la cual se modifica parcialmente la Ley
906 de 2004 en relación con las medidas de aseguramiento privativas de la libertad',
publicada en el Diario Oficial No. 49.565 de 6 de julio de 2015.

- Modificada por la Ley 1652 de 2013, 'por medio de la cual se dictan disposiciones acerca de



la entrevista y el testimonio en procesos penales de niños, niñas y adolescentes víctimas de
delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales', publicada en el Diario Oficial No.
48.849 de 12 de julio de 2013.

- Modificada por la Ley 1542 de 2012, publicada en el Diario Oficial No. 48.482 de 5 de
julio de 2012, 'Por la cual se reforma el artículo 74 de la Ley 906 de 2004, Código de
Procedimiento Penal'

- Modificada por la Ley 1453 de 2011, publicada en el Diario Oficial No. 48.110 de 24 de
junio de 2011, 'Por medio de la cual se reforma el Código Penal, el Código de Procedimiento
Penal, el Código de Infancia y Adolescencia, las reglas sobre extinción de dominio y se
dictan otras disposiciones en materia de seguridad'

- Modificado por la Ley 1395 de 2010, publicada en el Diario Oficial No. 47.768 de 12 de
julio de 2010, 'Por la cual se adoptan medidas en materia de descongestión judicial'

- Modificada por la Ley 1312 de 2009, publicada en el Diario Oficial No. 47.405 de 9 de
julio de 2009, 'Por medio de la cual se reforma la Ley 906 de 2004 en lo relacionado con el
Principio de Oportunidad'

- Modificada por la Ley 1273 de 2009, publicada en el Diario Oficial No. 47.223 de 5 de
enero de 2009, 'Por medio de la cual se modifica el Código Penal, se crea un nuevo bien
jurídico tutelado - denominado “de la protección de la información y de los datos”- y se
preservan integralmente los sistemas que utilicen las tecnologías de la información y las
comunicaciones, entre otras disposiciones'

- Modificada por la Ley 1257 de 2008, publicada en el Diario Oficial No. 47.193 de 4 de
diciembre de 2008, 'Por la cual se dictan normas de sensibilización, prevención y sanción de
formas de violencia y discriminación contra las mujeres, se reforman los Códigos Penal, de
Procedimiento Penal, la Ley 294 de 1996 y se dictan otras disposiciones'

- Modificada por la Ley 1142 de 2007, publicada en el Diario Oficial No. 46.673 de 28 de
julio de 2007, 'Por medio de la cual se reforman parcialmente las Leyes 906 de 2004, 599 de
2000 y 600 de 2000 y se adoptan medidas para la prevención y represión de la actividad
delictiva de especial impacto para la convivencia y seguridad ciudadana.'

- Modificada por la Ley 1121 de 2006, publicada en el Diario Oficial No. 46.497 de 30 de
diciembre de 2006, 'Por la cual se dictan normas para la prevencion, detección, investigación
y sanción de la financiación del terrorismo y otras disposiciones'

- En criterio del Editor para la aplicación de esta ley deben tenerse en cuenta algunas
disposiciones de la Ley 1098 de 2006, publicada en el Diario Oficial No. 46.446 de 8 de
noviembre de 2006, 'Por la cual se expide el Código de la Infancia y la Adolescencia', 'a
excepción de los artículos 320 a 325 y los relativos al juicio especial de alimentos los cuales
quedan vigentes'.

- Para la interpretación del Artículo 35 de esta ley debe tenerse en cuenta lo dispuesto por el
Artículo 3o. de la Ley 1028 de 2006, 'por la cual se adiciona el Código Penal y se dictan otras
disposiciones', publicada en el Diario Oficial 46.298 de 13 de junio de 2006.

El texto original del Artículo 3o. mencionado es el siguiente:



'ARTÍCULO 3o. COMPETENCIA. La competencia de los delitos previstos en este capítulo
corresponde a los Jueces Penales de Circuito Especializados'.

Los delitos tipificados por la Ley 1028 de 2006 están descritos en el Artículo 1o. y
corresponden a los Artículos 327A, 327B, 327C, 327D y 327E de la Ley 599 de 2000
(Código Penal).

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre los cargos presentados contra
la totalidad de la Ley 906 de 2004 por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia C-1154-
05 de 15 de noviembre de 2005, Magistrado Ponente Dr. Manuel José Cepeda Espinosa.

- Ley declarada EXEQUIBLE, por el cargo analizado, por la Corte Constitucional mediante
Sentencia C-925-05 de 6 de septiembre de 2005, Magistrado Ponente Dr. Manuel José
Cepeda Espinosa, 'en el entendido de que su texto único es el aprobado por el Congreso de la
República, sancionado por el Presidente de la República y publicado en el Diario Oficial No.
45.657 del 31 de agosto de 2004'.

El Editor sugiere ver en la 'Legislación Anterior' de cada artículo modificado, el texto
original de la Ley 906 de 2004, publicado en el Diario Oficial No. 45.657 de 31 de agosto de
2004.

- Modificada por la Ley 985 de 2005, publicada en el Diario Oficial No. 46.015 de 29 de
agosto de 2005, 'Por medio de la cual se adoptan medidas contra la trata de personas y
normas para la atención y protección de las víctimas de la misma'.

- Modificada por la Ley 937 de 2004, publicada en el Diario Oficial No. 45.778 de 31 de
diciembre de 2004, 'Por la cual se adiciona el artículo 38 de la Ley 906 de 2004'.

- El Artículo 528 de esta Ley, en desarrollo de lo dispuesto en el Art. 5o. del Acto Legislativo
3 de 2002, establece:

'ARTÍCULO 528. PROCESO DE IMPLEMENTACIÓN. El Consejo Superior de la
Judicatura y el Fiscal General de la Nación ordenarán los estudios necesarios y tomarán las
decisiones correspondientes para la implantación gradual y sucesiva del sistema contemplado
en este código.

'En desarrollo de los artículos 4o. y 5o. del Acto legislativo 03 de 2002, la Comisión allí
creada adelantará el seguimiento de la implementación gradual'.

Los Artículos 529 y 530 tratan respectivamente sobre los criterios para la implementación y
sobre selección de distritos judiciales.

- El Acto Legislativo 3 de 2002, 'por el cual se reforma la Constitución Nacional', publicado
en el Diario Oficial No. 45.040 de 20 de diciembre de 2002, establece en el Artículo 5o.:

'ARTÍCULO 5o. El presente Acto Legislativo rige a partir de su aprobación, pero se aplicará
de acuerdo con la gradualidad que determine la ley y únicamente a los delitos cometidos con
posterioridad a la vigencia que en ella se establezca. La aplicación del nuevo sistema se
iniciará en los distritos judiciales a partir del 1o. de enero de 2005 de manera gradual y
sucesiva. El nuevo sistema deberá entrar en plena vigencia a más tardar el 31 de diciembre
del 2008'.



El Congreso de la República

DECRETA

TITULO PRELIMINAR.

PRINCIPIOS RECTORES Y GARANTIAS PROCESALES.

ARTÍCULO 1o. DIGNIDAD HUMANA. Los intervinientes en el proceso penal serán tratados
con el respeto debido a la dignidad humana.

Concordancias

Ley 600 de 2000; Art. 1

ARTÍCULO 2o. LIBERTAD. <Artículo modificado por el artículo 1 de la Ley 1142 de 2007.
El nuevo texto es el siguiente:> Toda persona tiene derecho a que se respete su libertad. Nadie
podrá ser molestado en su persona ni privado de su libertad sino en virtud de mandamiento
escrito de autoridad judicial competente, emitido con las formalidades legales y por motivos
previamente definidos en la ley.

El juez de control de garantías, previa solicitud de la Fiscalía General de la Nación, ordenará la
restricción de la libertad del imputado cuando resulte necesaria para garantizar su comparecencia
o la preservación de la prueba o la protección de la comunidad, en especial, de las víctimas.
Igualmente, por petición de cualquiera de las partes, en los términos señalados en este código,
dispondrá la modificación o revocación de la medida restrictiva si las circunstancias hubieren
variado y la convirtieren en irrazonable o desproporcionada.

<Inciso CONDICIONALMENTE exequible> En todos los casos se solicitará el control de
legalidad de la captura al juez de garantías, en el menor tiempo posible, sin superar las treinta y
seis (36) horas siguientes.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Inciso 3o. declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-163-08 de 20 de febrero de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime
Córdoba Triviño, 'en el entendido que dentro del término de treinta y seis (36) horas
posteriores a la captura, previsto en la norma, se debe realizar el control efectivo a la
restricción de la libertad por parte del juez de garantías, o la autoridad judicial competente'.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 1 de la Ley 1142 de 2007, publicada en el Diario Oficial
No. 46.673 de 28 de julio de 2007.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- La Corte Constitucional declaró estarse a lo resuelto en la Sentencia C-730-05, mediante
Sentencia C-190-06 de 15 de marzo de 2006, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

- La Corte Constitucional declaró estarse a lo resuelto en la Sentencia C-730-05, mediante
Sentencia C-799-05 de 2 de agosto de 2005, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araujo Rentería.

- Aparte tachado del texto original declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-730-05 de 12 de julio de 2005, Magistrado Ponente Dr. Alvaro Tafur
Galvis.

Concordancias

Constitución Política; Art. 28; Art. 30

Ley 1095 de 2006  

Ley 971 de 2005

Ley 906 de 2004; Art. 295; Art. 296; Art. 297; Art. 300; Art. 301; Art. 308; Art. 313  

Ley 600 de 2000; Art. 3o.; Art. 4o.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 906 de 2004:

ARTÍCULO 2. Toda persona tiene derecho a que se respete su libertad. Nadie podrá ser
molestado en su persona ni privado de su libertad sino en virtud de mandamiento escrito de
autoridad judicial competente, emitido con las formalidades legales y por motivos
previamente definidos en la ley.

El juez de control de garantías, previa solicitud de la Fiscalía General de la Nación, ordenará
la restricción de la libertad del imputado cuando resulte necesaria para garantizar su
comparecencia o la preservación de la prueba o la protección de la comunidad, en especial,
de las víctimas. Igualmente, por petición de cualquiera de las partes, en los términos
señalados en este código, dispondrá la modificación o revocación de la medida restrictiva si
las circunstancias hubieren variado y la convirtieren en irrazonable o desproporcionada.

<Aparte tachado INEXEQUIBLE> En las capturas en flagrancia y en aquellas en donde la
Fiscalía General de la Nación, existiendo motivos fundados, razonablemente carezca de la
oportunidad de solicitar el mandamiento escrito, el capturado deberá ponerse a disposición
del juez de control de garantías en el menor tiempo posible sin superar las treinta y seis (36)
horas siguientes.

ARTÍCULO 3o. PRELACIÓN DE LOS TRATADOS INTERNACIONALES. En la
actuación prevalecerá lo establecido en los tratados y convenios internacionales ratificados por
Colombia que traten sobre derechos humanos y que prohíban su limitación durante los estados
de excepción, por formar bloque de constitucionalidad.

Concordancias



Constitución Política; Art. 44; Art. 93; Art. 94

Ley 941 de 2005; Art. 10

Ley 906 de 2004; Art. 124; Art. 130

Ley 600 de 2000; Art. 2  

ARTÍCULO 4o. IGUALDAD. Es obligación de los servidores judiciales hacer efectiva la
igualdad de los intervinientes en el desarrollo de la actuación procesal y proteger, especialmente,
a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en
circunstancias de debilidad manifiesta.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE, por los cargos analizados, por la Corte
Constitucional mediante  Sentencia C-799-05 de 2 de agosto de 2005, Magistrado Ponente
Dr. Jaime Araujo Rentería.

El sexo, la raza, la condición social, la profesión, el origen nacional o familiar, la lengua, el
credo religioso, la opinión política o filosófica, en ningún caso podrán ser utilizados dentro del
proceso penal como elementos de discriminación.

Concordancias

Constitución Política; Art. 13  

Ley 941 de 2005; Art. 3

Ley 600 de 2000; Art. 5

ARTÍCULO 5o. IMPARCIALIDAD. En ejercicio de las funciones de control de garantías,
preclusión y juzgamiento, los jueces se orientarán por el imperativo de establecer con objetividad
la verdad y la justicia.

Concordancias

Ley 906 de 2004; Art. 115

Ley 600 de 2000; Art. 234

ARTÍCULO 6o. LEGALIDAD. Nadie podrá ser investigado ni juzgado sino conforme a la
ley procesal vigente al momento de los hechos, con observancia de las formas propias de cada
juicio.

La ley procesal de efectos sustanciales permisiva o favorable, aun cuando sea posterior a la
actuación, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable.

Las disposiciones de este código se aplicarán única y exclusivamente para la investigación y el



juzgamiento de los delitos cometidos con posterioridad a su vigencia.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo (parcial) por
ineptitud de la demanda, mediante Sentencia C-025-10 de 27 de enero de 2010, Magistrado
Ponente Dr. Humberto Antonio Sierra Porto.

- La Corte Constitucional declaró estarse a lo resuelto en la Sentencia C-592-05, mediante
Sentencia C-708-05 de 6 de julio de 2005, Magistrado Ponente Dr. Manuel José Cepeda
Espinosa.

- Inciso 3 declarado EXEQUIBLE por el cargo formulado, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-592-05 de 9 de junio de 2005, Magistrado Ponente Dr. Alvaro Tafur
Galvis.

Concordancias

Contitución Política. Art. 6; Art. 28; Art. 29; Art. 34; Art. 91; Art. 92; Art. 124; Art. 213
inc.Final; Art. 214, incisos 2 y 3

Ley 600 de 2000; Art. 6

Ley 599 de 2000; Art. 6

ARTÍCULO 7o. PRESUNCIÓN DE INOCENCIA E IN DUBIO PRO REO. Toda persona se
presume inocente y debe ser tratada como tal, mientras no quede en firme decisión judicial
definitiva sobre su responsabilidad penal.

En consecuencia, corresponderá al órgano de persecución penal la carga de la prueba acerca de la
responsabilidad penal. La duda que se presente se resolverá a favor del procesado.

En ningún caso podrá invertirse esta carga probatoria.

Para proferir sentencia condenatoria deberá existir convencimiento de la responsabilidad penal
del acusado, más allá de toda duda.

Concordancias

Ley 600 de 2000; Art. 7o.

ARTÍCULO 8o. DEFENSA. <Aparte subrayado CONDICIONALMENTE exequible> En
desarrollo de la actuación, una vez adquirida la condición de imputado, este tendrá derecho, en
plena igualdad respecto del órgano de persecución penal, en lo que aplica a:

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE, por los cargos analizados, '... sin perjuicio del
ejercicio oportuno, dentro de los cauces legales, del derecho de defensa por el presunto
implicado o indiciado en la fase de indagación e investigación anterior a la formulación de la
imputación', por la Corte Constitucional mediante  Sentencia C-799-05 de 2 de agosto de
2005, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araujo Rentería.

a) No ser obligado a declarar en contra de sí mismo ni en contra de su cónyuge, compañero
permanente o parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad;

Concordancias

Ley 906 de 2004; Art. 303; Art. 385

Ley 600 de 2000; Art. 267 ; Art. 337

b) <Aparte subrayado CONDICIONALMENTE exequible> No autoincriminarse ni incriminar a
su cónyuge, compañero permanente o parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o
civil, o segundo de afinidad;

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Expresión 'compañero permanente' declarada CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE, por
los cargos analizados, por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-029-09 de 28 de
enero de 2009, Magistrado Ponente Dr. Rodrigo Escobar Gil, '... en el entendido de que las
mismas incluyen, en igualdad de condiciones, a los integrantes de las parejas del mismo
sexo”.

- Expresión 'o civil' declarado EXEQUIBLE, por los cargos analizados, por la Corte
Constitucional mediante  Sentencia C-799-05 de 2 de agosto de 2005, Magistrado Ponente
Dr. Jaime Araujo Rentería.

c) No se utilice el silencio en su contra;

d) No se utilice en su contra el contenido de las conversaciones tendientes a lograr un acuerdo
para la declaración de responsabilidad en cualquiera de sus formas o de un método alternativo de
solución de conflictos, si no llegaren a perfeccionarse;

e) Ser oído, asistido y representado por un abogado de confianza o nombrado por el Estado;

Concordancias

Ley 600 de 2000; Art. 127

f) Ser asistido gratuitamente por un traductor debidamente acreditado o reconocido por el juez,
en el caso de no poder entender o expresarse en el idioma oficial; o de un intérprete en el evento
de no poder percibir el idioma por los órganos de los sentidos o hacerse entender oralmente. Lo



anterior no obsta para que pueda estar acompañado por uno designado por él;

Concordancias

Ley 906 de 2004; Art. 144  

Ley 600 de 2000; Art. 147

g) Tener comunicación privada con su defensor antes de comparecer frente a las autoridades;

h) Conocer los cargos que le sean imputados, expresados en términos que sean comprensibles,
con indicación expresa de las circunstancias conocidas de modo, tiempo y lugar que los
fundamentan;

i) Disponer de tiempo razonable y de medios adecuados para la preparación de la defensa. De
manera excepcional podrá solicitar las prórrogas debidamente justificadas y necesarias para la
celebración de las audiencias a las que deba comparecer;

Concordancias

Ley 906 de 2004; Art. 125

Ley 600 de 2000; Art. 163

j) Solicitar, conocer y controvertir las pruebas;

Concordancias

Ley 906 de 2004; Art. 15; Art. 125

Ley 600 de 2000; Art. 13

k) Tener un juicio público, oral, contradictorio, concentrado, imparcial, con inmediación de las
pruebas y sin dilaciones injustificadas, en el cual pueda, si así lo desea, por sí mismo o por
conducto de su defensor, interrogar en audiencia a los testigos de cargo y a obtener la
comparecencia, de ser necesario aun por medios coercitivos, de testigos o peritos que puedan
arrojar luz sobre los hechos objeto del debate;

Concordancias

Ley 906 de 2004; Art. 9

Ley 600 de 2000; Art. 14

l) Renunciar a los derechos contemplados en los literales b) y k) siempre y cuando se trate de una
manifestación libre, consciente, voluntaria y debidamente informada. En estos eventos requerirá
siempre el asesoramiento de su abogado defensor.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Aparte subrayado del Literal l) declarado EXEQUIBLE por los cargos formulados y
conforme a las consideraciones señaladas en la parte motiva de la decisión, por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-1260-05 de 5 de diciembre de 2005, Magistrada
Ponente Dra. Clara Inés Vargas Hernández.

Se extrae de la parte motiva:

'Por consiguiente, la renuncia a un juicio en las condiciones consagradas en el literal k) del
artículo 8º de la Ley 906 de 2004, debe interpretarse armónicamente con las demás
disposiciones de la ley 906 de 2004, y por lo tanto cumplir con las garantías legales y
constitucionales como las que refieren a que i) el imputado debe estar asesorado por su
defensor (art. 368 de la Ley 906), ii) los actos estarán sujetos al control del juez de garantías
o de conocimiento, según el caso, (arts. 131 y 368 de la Ley 906) para lo cual, iii) será
imprescindible el interrogatorio personal del imputado o procesado a fin de que se verifique
que actúa de manera libre, voluntaria, y debidamente informado de las consecuencias de su
decisión   (art. 131 de la Ley 906), iv) debe contarse con la presencia del Ministerio Público,
v) los preacuerdos obligan en la medida que no desconozcan o quebranten garantías
fundamentales del procesado (art. 351-4 de la Ley 906), ya que vi) de advertir el juez algún
desconocimiento rechazará la alegación de culpabilidad y adelantará el procedimiento como
si hubiese habido una alegación de no culpabilidad (art. 368 de la Ley 906), entre otros
señalamientos.'

Concordancias

Constitución Política; Art. 29

Ley 941 de 2005; Art. 4

Ley 906 de 2004; Art. 131

Ley 600 de 2000; Art. 8o.

Ley 270 de 1996; Art. 3  

Legislación Anterior

Texto original de la Ley, publicada en el Diario Oficial No. 45.657, de 31 de agosto de 2004:

l) Renunciar a los derechos contemplados en los literales b) y k) siempre y cuando se trate de
una manifestación libre, consciente, voluntaria y debidamente informada. En el evento de los
literales c) y j) requerirá siempre el asesoramiento de su abogado defensor.

ARTÍCULO 9o. ORALIDAD. La actuación procesal será oral y en su realización se
utilizarán los medios técnicos disponibles que permitan imprimirle mayor agilidad y fidelidad,
sin perjuicio de conservar registro de lo acontecido. A estos efectos se dejará constancia de la
actuación.

Concordancias



Ley 906 de 2004; Art. 144; Art. 145; Art. 146; Art. 147; Art. 148     

Ley 270 de 1996; Art. 4  

ARTÍCULO 10. ACTUACIÓN PROCESAL. La actuación procesal se desarrollará teniendo
en cuenta el respeto a los derechos fundamentales de las personas que intervienen en ella y la
necesidad de lograr la eficacia del ejercicio de la justicia. En ella los funcionarios judiciales
harán prevalecer el derecho sustancial.

Para alcanzar esos efectos serán de obligatorio cumplimiento los procedimientos orales, la
utilización de los medios técnicos pertinentes que los viabilicen y los términos fijados por la ley
o el funcionario para cada actuación.

El juez dispondrá de amplias facultades en la forma prevista en este código para sancionar por
desacato a las partes, testigos, peritos y demás intervinientes que afecten con su comportamiento
el orden y la marcha de los procedimientos.

El juez podrá autorizar los acuerdos o estipulaciones a que lleguen las partes y que versen sobre
aspectos en los cuales no haya controversia sustantiva, sin que implique renuncia de los derechos
constitucionales.

El juez de control de garantías y el de conocimiento estarán en la obligación de corregir los actos
irregulares no sancionables con nulidad, respetando siempre los derechos y garantías de los
intervinientes.

Concordancias

Ley 906 de 2004; Titulo VI  

Ley 600 de 2000; Art. 9 ; Art. 15

ARTÍCULO 11. DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS. El Estado garantizará el acceso de las
víctimas a la administración de justicia, en los términos establecidos en este código.

En desarrollo de lo anterior, las víctimas tendrán derecho:

a) A recibir, durante todo el procedimiento, un trato humano y digno;

b) A la protección de su intimidad, a la garantía de su seguridad, y a la de sus familiares y
testigos a favor;

c) A una pronta e integral reparación de los daños sufridos, a cargo del autor o partícipe del
injusto o de los terceros llamados a responder en los términos de este código;

d) A ser oídas y a que se les facilite el aporte de pruebas;

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Literal d) declarado EXEQUIBLE, por los cargos analizados, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-516-07 de 11 de julio de 2007, Magistrado Ponente Dr. Jaime Córdoba
Triviño.

e) A recibir desde el primer contacto con las autoridades y en los términos establecidos en este
código, información pertinente para la protección de sus intereses y a conocer la verdad de los
hechos que conforman las circunstancias del injusto del cual han sido víctimas;

f) A que se consideren sus intereses al adoptar una decisión discrecional sobre el ejercicio de la
persecución del injusto;

g) A ser informadas sobre la decisión definitiva relativa a la persecución penal; a acudir, en lo
pertinente, ante el juez de control de garantías, y a interponer los recursos ante el juez de
conocimiento, cuando a ello hubiere lugar;

h) <Aparte tachado INEXEQUIBLE> A ser asistidas durante el juicio y el incidente de
reparación integral, si el interés de la justicia lo exigiere, por un abogado que podrá ser
designado de oficio;

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte tachado declarado INEXEQUIBLE, por los cargos analizados, por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-516-07 de 11 de julio de 2007, Magistrado Ponente Dr.
Jaime Córdoba Triviño.

i) A recibir asistencia integral para su recuperación en los términos que señale la ley;

j) A ser asistidas gratuitamente por un traductor o intérprete en el evento de no conocer el idioma
oficial, o de no poder percibir el lenguaje por los órganos de los sentidos.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por los cargos analizados  por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-209-07 de 21 de marzo de 2007, Magistrado Ponente Dr. Manuel José
Cepeda.

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-454-06 de 7 de junio de 2006, Magistrado Ponente Dr.
Jaime Córdoba Triviño.

Concordancias



Ley 1257 de 2008; Art. 1; Art. 8

Ley 906 de 2004; Art. 1 ; Art. 14; Art. 82; Art. 99; Art. 132; Art. 133; Art. 134; Art. 135;
Art. 136; Art. 137  

Ley 600 de 2000; Art. 1; Art. 10 ; Art. 30

ARTÍCULO 12. LEALTAD. Todos los que intervienen en la actuación, sin excepción alguna,
están en el deber de obrar con absoluta lealtad y buena fe.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-670-06 de 16 de agosto de 2006, Magistrado Ponente Dr.
Rodrigo Escobar Gil.

Concordancias

Ley 600 de 2000; Art. 17

ARTÍCULO 13. GRATUIDAD. La actuación procesal no causará erogación alguna a quienes
en ella intervengan, en cuanto al servicio que presta la administración de justicia.

Concordancias

Ley 1285 de 2009; Art. 2  

Ley 941 de 2005; Art. 6; Art. 43

Ley 600 de 2000; Art. 22

Ley 270 de 1996; Art. 6  

ARTÍCULO 14. INTIMIDAD. Toda persona tiene derecho al respeto de su intimidad. Nadie
podrá ser molestado en su vida privada.

No podrán hacerse registros, allanamientos ni incautaciones en domicilio, residencia, o lugar de
trabajo, sino en virtud de orden escrita del Fiscal General de la Nación o su delegado, con arreglo
de las formalidades y motivos previamente definidos en este código. Se entienden excluidas las
situaciones de flagrancia y demás contempladas por la ley.

<Aparte subrayado CONDICIONALMENTE exequible> De la misma manera deberá procederse
cuando resulte necesaria la búsqueda selectiva en las bases de datos computarizadas, mecánicas o
de cualquier otra índole, que no sean de libre acceso, o cuando fuere necesario interceptar
comunicaciones.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-336-07 de 9 de mayo de 2007, Magistrado Ponente Dr.
Jaime Córdoba Triviño, 'en el entendido que se requiere de orden judicial previa cuando se
trata de los datos personales, organizados con fines legales y recogidos por instituciones o
entidades públicas o privadas debidamente autorizadas para ello'.

En estos casos, dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes deberá adelantarse la respectiva
audiencia ante el juez de control de garantías, con el fin de determinar la legalidad formal y
material de la actuación.

Concordancias

Ley 906 de 2004; Art. 114; Art. 219; Art. 220; Art. 222; Art. 224; Art. 225; Art. 229; Art.
230; Art. 231; Art. 232; Art. 233; Art. 235; Art. 236; Art. 244

ARTÍCULO 15. CONTRADICCIÓN. Las partes tendrán derecho a conocer y controvertir las
pruebas, así como a intervenir en su formación, tanto las que sean producidas o incorporadas en
el juicio oral y en el incidente de reparación integral, como las que se practiquen en forma
anticipada.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE por el cargo analizado, por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-1154-05 de 15 de noviembre de 2005, Magistrado
Ponente Dr. Manuel José Cepeda Espinosa.

Para garantizar plenamente este derecho, en el caso de formular acusación la Fiscalía General de
la Nación deberá, por conducto del juez de conocimiento, suministrar todos los elementos
probatorios e informes de que tenga noticia, incluidos los que sean favorables al procesado.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-670-06 de 16 de agosto de 2006, Magistrado Ponente Dr.
Rodrigo Escobar Gil.

Concordancias

Ley 906 de 2004; Art. 378

Ley 600 de 2000; Art. 13

ARTÍCULO 16. INMEDIACIÓN. En el juicio únicamente se estimará como prueba la que
haya sido producida o incorporada en forma pública, oral, concentrada, y sujeta a confrontación y



contradicción ante el juez de conocimiento. En ningún caso podrá comisionarse para la práctica
de pruebas. Sin embargo, en las circunstancias excepcionalmente previstas en este código, podrá
tenerse como prueba la producida o incorporada de forma anticipada durante la audiencia ante el
juez de control de garantías.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional declaró estarse a lo resuelto en la Sentencia C-591-05, mediante
 Sentencia C-1154-05 de 15 de noviembre de 2005, Magistrado Ponente Dr. Manuel José
Cepeda Espinosa.

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE, por el cargo analizado, por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-591-05 de 9 de junio de 2005, Magistrada Ponente Dr.
Clara Inés Vargas Hernández.

Concordancias

Ley 906 de 2004; Art. 112; Art. 379

Legislación Anterior

Texto original de la Ley, publicada en el Diario Oficial No. 45.657, de 31 de agosto de 2004:

ARTÍCULO 16. En el juicio únicamente se estimará como prueba la que haya sido producida
o incorporada en forma pública, oral, concentrada, y sujeta a confrontación y contradicción
ante el juez de conocimiento. En ningún caso podrá comisionarse para la práctica de pruebas.
Sin embargo, en las circunstancias excepcionalmente previstas en este código, podrá tenerse
como prueba la producida o incorporada de forma anticipada durante la audiencia ante el juez
de control de garantías o ante el juez de conocimiento, según el caso.

ARTÍCULO 17. CONCENTRACIÓN. Durante la actuación procesal la práctica de pruebas y
el debate deberán realizarse de manera continua, con preferencia en un mismo día; si ello no
fuere posible se hará en días consecutivos, sin perjuicio de que el juez que dirija la audiencia
excepcionalmente la suspenda por un término hasta de treinta (30) días, si se presentaren
circunstancias especiales que lo justifiquen. En todo caso el juez velará porque no surjan otras
audiencias concurrentes, de modo que concentre su atención en un solo asunto.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE, por los cargos propuestos, por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-144-10 de 3 de marzo de 2010, Magistrado Ponente Dr.
Juan Carlos Henao Pérez.

ARTÍCULO 18. PUBLICIDAD. La actuación procesal será pública. Tendrán acceso a ella,
además de los intervinientes, los medios de comunicación y la comunidad en general. Se
exceptúan los casos en los cuales el juez considere que la publicidad de los procedimientos pone
en peligro a las víctimas, jurados, testigos, peritos y demás intervinientes; se afecte la seguridad
nacional; se exponga a un daño psicológico a los menores de edad que deban intervenir; se



menoscabe el derecho del acusado a un juicio justo; o se comprometa seriamente el éxito de la
investigación.

Concordancias

Ley 906 de 2004; Art. 133; Art. 149; Art. 150; Art. 151; Art. 152

Ley 600 de 2000; Art. 14

ARTÍCULO 19. JUEZ NATURAL. Nadie podrá ser juzgado por juez o tribunal ad hoc o
especial, instituido con posterioridad a la comisión de un delito por fuera de la estructura judicial
ordinaria.

Concordancias

Ley 600 de 2000; Art. 11

ARTÍCULO 20. DOBLE INSTANCIA. <Aparte subrayado INCONSTITUCIONAL por
omisión legislativa, con efectos diferidos y en los términos señalados en la providencia, en
cuanto omite la posibilidad de impugnar todas las sentencias condenatorias> Las sentencias y los
autos que se refieran a la libertad del imputado o acusado, que afecten la práctica de las pruebas
o que tengan efectos patrimoniales, salvo las excepciones previstas en este código, serán
susceptibles del recurso de apelación.

El superior no podrá agravar la situación del apelante único.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado INCONSTITUCIONAL con efectos diferidos y en los términos
señalados en el numeral segundo de la parte resolutiva de la providencia, en cuanto omite la
posibilidad de impugnar todas las sentencias condenatorias; y EXEQUIBLE el contenido
positivo de la misma disposición, por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-792-14
de 29 de octubre de 2014, Magistrado Ponente Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez.

Establece el numeral 2o. de la parte resolutiva de la sentencia (subrayas del editor):

'SEGUNDO: EXHORTAR al Congreso de la República para que, en el término de un año
contado a partir de la notificación por edicto de esta sentencia, regule integralmente el
derecho a impugnar todas las sentencias condenatorias. De no hacerlo, a partir del
vencimiento de este término, se entenderá que procede la impugnación de todas las
sentencias condenatorias ante el superior de quien impuso la condena' .

Nota del editor: Esta sentencia fue fijada en el Edicto No. 49 de 24 de abril de 2015.

- La Corte Constitucional declaró estarse a lo resuelto, por el cargo analizado, en la Sentencia
C-591-05, mediante Sentencia C-799-05 de 2 de agosto de 2005, Magistrado Ponente Dr.
Jaime Araujo Rentería.

- Inciso 2o. declarado EXEQUIBLE, por el cargo analizado, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-591-05 de 9 de junio de 2005, Magistrada Ponente Dr. Clara Inés



Vargas Hernández.

Concordancias

Constitución Política; Art. 31

Ley 600 de 2000; Art. 18

Ley 270 de 1996; Art. 27  

Jurisprudencia Concordante

“La Corte, en decisión de 30 de noviembre de 2011 al analizar este tópico, precisó que el
recurso de apelación solo procedía contra las decisiones que impedían la efectiva práctica o
incorporación de la prueba al juicio, es decir, de las que disponían su exclusión, rechazo o
inadmisión, a partir de la interpretación del contenido de los artículos 20 y 359 ejusdem.

Un nuevo análisis del tema, lleva a la Sala a reconsiderar esta postura, y adoptar como
postulado jurisprudencial  que el recurso de apelación  procede no solo contra las decisiones
que niegan la práctica de la prueba (trátese de exclusión, inadmisión o rechazo), sino también
contra las que ordenan su aducción, admisión o aceptación, y que la concesión del recurso
debe hacerse en el efecto suspensivo.  Esto, atendiendo a una interpretación sistemática del
modelo de enjuiciamiento acusatorio, comprensiva de un estudio correlacionado de los
artículos 20 y 359 con los artículos 176, 177 y 363 ejusdem, como también del papel que
debe cumplir la audiencia preparatoria en este sistema y la necesidad de asegurar la
realización de los principios de depuración y eficacia probatoria.

El artículo 176, en su inciso tercero, establece, en el carácter de cláusula general, que el
recurso de apelación procede contra los autos adoptados durante el desarrollo de las
audiencias, salvo las excepciones legales, dando de esta manera cabida a la segunda instancia
a todas las decisiones que cumplan tres condiciones, (i) que tengan la naturaleza de auto, (ii)
que hayan sido dictadas en el curso de una audiencia, y (iii) que el recurso no esté
exceptuado por la ley.  

Las decisiones que deciden sobre la exclusión, admisión, rechazo o práctica de pruebas
tienen a no dudarlo la condición de autos, entendidos por tales los que resuelven algún
incidente o un aspecto sustancial, de acuerdo con la definición que de ellos trae el artículo
161 ejusdem, en cuanto se erigen en expresiones del derecho a probar y a la controversia
probatoria, previsto en el artículo 29 de la Constitución Nacional.   

El artículo 177, por su parte, en su primer inciso, incluye como decisión susceptible de ser
apelada en el efecto suspensivo, el auto que niega la práctica de prueba en el juicio oral
(estipulación cuarta), pero también, el auto que decide sobre la exclusión de una prueba del
juicio oral (estipulación quinta), sin hacer distinciones sobre el sentido de la decisión,
previsión esta última de la que se sigue que la apelación procede en ambos casos, es decir,
cuando se ordena o niega su exclusión.

Esta nueva orientación se reitera en el artículo 363, que  consagra como motivo de
suspensión de la audiencia preparatoria, el trámite de la apelación de las decisiones relativas
a las pruebas, hasta cuando el superior jerárquico resuelva, expresión que, al igual que las
anteriores, no distingue entre el sentido de la decisión,  resultando comprensiva tanto de las
decisiones que niegan como de las que autorizan.     



El efecto en que debe concederse el recurso de las decisiones relacionadas con la práctica de
pruebas, no enlistadas expresamente en el artículo 177 (modificado por el artículo 13 de la
Ley 1142 de 2007), es el suspensivo, pues no resulta razonable iniciar el juicio oral estando
pendiente de decidir sobre las pruebas que deben practicarse o debatirse en el curso del
mismo,  pero además, porque así se infiere de la orden de suspensión de la audiencia
preparatoria que contiene el artículo 363”.

ARTÍCULO 21. COSA JUZGADA. La persona cuya situación jurídica haya sido definida por
sentencia ejecutoriada o providencia que tenga la misma fuerza vinculante, no será sometida a
nueva investigación o juzgamiento por los mismos hechos, salvo que la decisión haya sido
obtenida mediante fraude o violencia, o en casos de violaciones a los derechos humanos o
infracciones graves al Derecho Internacional Humanitario, que se establezcan mediante decisión
de una instancia internacional de supervisión y control de derechos humanos, respecto de la cual
el Estado colombiano ha aceptado formalmente la competencia.

Concordancias

Ley 906 de 2004; Art. 80

Ley 600 de 2000; Art. 19

ARTÍCULO 22. RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO. Cuando sea procedente, la
Fiscalía General de la Nación y los jueces deberán adoptar las medidas necesarias para hacer
cesar los efectos producidos por el delito y las cosas vuelvan al estado anterior, si ello fuere
posible, de modo que se restablezcan los derechos quebrantados, independientemente de la
responsabilidad penal.

ARTÍCULO 23. CLÁUSULA DE EXCLUSIÓN. Toda prueba obtenida con violación de las
garantías fundamentales será nula de pleno derecho, por lo que deberá excluirse de la actuación
procesal.

Igual tratamiento recibirán las pruebas que sean consecuencia de las pruebas excluidas, o las que
solo puedan explicarse en razón de su existencia.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por el cargo analizado, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-591-05 de 9 de junio de 2005, Magistrada Ponente Dr. Clara Inés
Vargas Hernández.

Concordancias

Ley 906 de 2004; Art. 360

ARTÍCULO 24. ÁMBITO DE LA JURISDICCIÓN PENAL. Las indagaciones,
investigaciones, imputaciones, acusaciones y juzgamientos por las conductas previstas en la ley
penal como delito, serán adelantadas por los órganos y mediante los procedimientos establecidos
en este código y demás disposiciones complementarias.



ARTÍCULO 25. INTEGRACIÓN. En materias que no estén expresamente reguladas en este
código o demás disposiciones complementarias, son aplicables las del Código de Procedimiento
Civil y las de otros ordenamientos procesales cuando no se opongan a la naturaleza del
procedimiento penal.

Concordancias

Ley 600 de 2000; Art. 23

ARTÍCULO 26. PREVALENCIA. Las normas rectoras son obligatorias y prevalecen sobre
cualquier otra disposición de este código. Serán utilizadas como fundamento de interpretación.

Concordancias

Ley 600 de 2000; Art. 24

ARTÍCULO 27. MODULADORES DE LA ACTIVIDAD PROCESAL. En el desarrollo de
la investigación y en el proceso penal los servidores públicos se ceñirán a criterios de necesidad,
ponderación, legalidad y corrección en el comportamiento, para evitar excesos contrarios a la
función pública, especialmente a la justicia.

Concordancias

Ley 600 de 2000; Art. 9

LIBRO I.

DISPOSICIONES GENERALES.

TITULO I.

JURISDICCION Y COMPETENCIA.

CAPITULO I.

DISPOSICIONES GENERALES.

ARTÍCULO 28. LA JURISDICCIÓN PENAL ORDINARIA. La jurisdicción penal ordinaria
es única y nacional, con independencia de los procedimientos que se establezcan en este código
para la persecución penal.

ARTÍCULO 29. OBJETO DE LA JURISDICCIÓN PENAL ORDINARIA. Corresponde a la
jurisdicción penal la persecución y el juzgamiento de los delitos cometidos en el territorio
nacional, y los cometidos en el extranjero en los casos que determinen los Tratados
Internacionales suscritos y ratificados por Colombia y la legislación interna.

ARTÍCULO 30. EXCEPCIONES A LA JURISDICCIÓN PENAL ORDINARIA. Se
exceptúan los delitos cometidos por miembros de la Fuerza Pública en servicio activo y en



relación con el mismo servicio, y los asuntos de los cuales conozca la jurisdicción indígena.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE, por el cargo analizado, por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-591-05 de 9 de junio de 2005, Magistrada Ponente Dr.
Clara Inés Vargas Hernández.

ARTÍCULO 31. ÓRGANOS DE LA JURISDICCIÓN. La administración de justicia en lo
penal está conformada por los siguientes órganos:

1. La Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia.

2. Los tribunales superiores de distrito judicial.

3. Los juzgados penales de circuito especializados.

4. Los juzgados penales de circuito.

5. Los juzgados penales municipales.

6. Los juzgados promiscuos cuando resuelven asuntos de carácter penal.

7. Los juzgados de ejecución de penas y medidas de seguridad.

8. Los jurados en las causas criminales, en los términos que determine la ley.

PARÁGRAFO 1o. También ejercerán jurisdicción penal las autoridades judiciales que
excepcionalmente cumplen funciones de control de garantías.

PARÁGRAFO 2o. El Congreso de la República y la Fiscalía General de la Nación ejercerán
determinadas funciones judiciales.

Concordancias

Ley 600 de 2000; Art. 73; Art. 74

CAPITULO II.

DE LA COMPETENCIA.

ARTÍCULO 32. DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. <Apartes tachados
INEXEQUIBLES> <Artículo modificado por el artículo 12 de la Ley 2098 de 2021. El nuevo
texto es el siguiente:> La Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia conoce:

1. De la casación.

2. De la acción de revisión cuando la sentencia o la preclusión ejecutoriadas hayan sido
proferidas en única o segunda instancia por esta corporación o por los tribunales.

3. De la definición de competencia cuando se trate de aforados constitucionales y legales, o de



tribunales, o de juzgados de diferentes distritos.

4. <Ver Notas del Editor> Del juzgamiento de los funcionarios a que se refieren los artículos 174
y 235 numeral 2 de la Constitución Política.

Notas del Editor

- La referencia al numeral 2 del artículo 235 de la C.P debe entenderse al numeral 3,  con la
modificación introducida al artículo 235 de la Constitución Política por por el artículo 3 del
Acto Legislativo 1 de 2018, 'por medio del cual se modifican los artículos 186, 234 y 235 de
la Constitución Política y se implementan el derecho a la doble instancia y a impugnar la
primera sentencia condenatoria', publicado en el Diario Oficial No. 50.480 de 18 de enero de
2018.

Dispone adicionalmente en el nuevo numeral 3 que '[p]ara estos juicios la Sala Penal de la
Corte Suprema de Justicia estará conformada además por Salas Especiales que garanticen el
derecho de impugnación y la doble instancia.'.

(La modificación introducida por la Ley 2098 de 2021 transcribe como numeral 4 el texto del
numeral 5 original)

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Numeral declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-934-06
de 15 de noviembre de 2006, Magistrado Ponente Dr. Manuel José Cepeda Espinosa.

(La modificación introducida por la Ley 2098 de 2021 transcribe como numeral 4 el texto del
numeral 5 original)

5. <Ver Notas del Editor> Del juzgamiento de los funcionarios a que se refiere el artículo 235
numeral 4 de la Constitución Política.

Notas del Editor

- La referencia al numeral 4 del artículo 235 de la C.P debe entenderse al numeral 5,  con la
modificación introducida al artículo 235 de la Constitución Política por por el artículo 3 del
Acto Legislativo 1 de 2018, 'por medio del cual se modifican los artículos 186, 234 y 235 de
la Constitución Política y se implementan el derecho a la doble instancia y a impugnar la
primera sentencia condenatoria', publicado en el Diario Oficial No. 50.480 de 18 de enero de
2018.

Dispone adicionalmente en el nuevo numeral 5 que el juzgamiento se estos funcionarios será
'...a través de la Sala Especial de Primera Instancia, de la Sala Penal de la Corte Suprema de
Justicia'

(La modificación introducida por la Ley 2098 de 2021 transcribe como numeral 5 el texto del
numeral 4 original)

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Numeral declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-934-06
de 15 de noviembre de 2006, Magistrado Ponente Dr. Manuel José Cepeda Espinosa.

(La modificación introducida por la Ley 2098 de 2021 transcribe como numeral 5 el texto del
numeral 4 original)

6. De la investigación y juzgamiento de los Senadores y Representantes a la Cámara.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Numeral declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-934-06
de 15 de noviembre de 2006, Magistrado Ponente Dr. Manuel José Cepeda Espinosa.

(La modificación introducida por la Ley 2098 de 2021 transcribe como numeral 6 el texto del
numeral 5 original)

7. De las solicitudes de cambio de radicación de procesos penales de un distrito judicial a otro
durante el juzgamiento.

8. Del juzgamiento del viceprocurador, vicefiscal, magistrados de los consejos seccionales de la
judicatura, del Tribunal Superior Militar, del Consejo Nacional Electoral, fiscales delegados ante
la Corte Suprema de Justicia y Tribunales, Procuradores Delegados, Procuradores Judiciales II,
Registrador Nacional del Estado Civil, Director Nacional de Fiscalía y Directores Seccionales de
Fiscalía.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Numeral declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-934-06
de 15 de noviembre de 2006, Magistrado Ponente Dr. Manuel José Cepeda Espinosa.

(La modificación introducida por la Ley 2098 de 2021 transcribe como numeral 8 el texto del
numeral 9 original)

9. Del control automático de las providencias proferidas por los Tribunales Superiores del
Distrito Judicial que impongan la prisión perpetua revisable.

10. Del incidente de revisión de la pena de prisión perpetua y evaluación de resocialización
descrito en el artículo 483A.

11. Del control automático del auto que niega la revisión o modifica la prisión perpetua,
proferido por los Tribunales Superiores del Distrito Judicial.

PARÁGRAFO. Cuando los funcionarios a los que se refieren los numerales 5, 6 y 8 y 9
anteriores hubieren cesado en el ejercicio de sus cargos, el fuero solo se mantendrá para los
delitos que tengan relación con las funciones desempeñadas.



Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 12 de la Ley 2098 de 2021, 'por medio de la cual se
reglamenta la prisión perpetua revisable y se reforma el Código Penal (Ley 599 de 2000), el
Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004), el Código Penitenciario y Carcelario (Ley
65 de 1993) y se dictan otras disposiciones, Ley Gilma Jiménez', publicada en el Diario
Oficial No. 51.727 de 6 de julio de 2021.

Notas del Editor

Numeral 3 original:

- Destaca el Editor lo dispuesto por la Corte Constitucional en Sentencia de Unificación SU-
215-16 de 28 de abril de 2016, Magistrada Ponente Dra. María Victoria Calle Correa:
(Comunicado de Prensa)

'(...) la Corte Constitucional precisó además que la resolución de la sentencia C-792 de 2014
solo es aplicable a los casos que reúnan tres condiciones: (i) que se trate de condenas
impuestas por primera vez en segunda instancia, (ii) en procesos penales ordinarios regulados
por la Ley 906 de 2004, (iii) y respecto de providencias que no se encuentren ejecutoriadas
para el 24 de abril de 2016 (...)'.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional declaró estarse a lo resuelto en la Sentencia C-155-22, mediante
Sentencia C-383-22 según Comunicado de Prensa de 2 de noviembre de 2022, Magistrado
Ponente Dr. Hernán Correa Cardozo.

- La Corte Constitucional declaró estarse a lo resuelto en la Sentencia C-155-22, mediante
Sentencia C-163-22 de 11 de mayo de 2022, Magistrada Ponente Dra. Paola Andrea Meneses
Mosquera.

- Numerales 9, 10 y 11 del texto modificado por la Ley 2098 de 2021 declarados
INEXEQUIBLES por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-155-22 de 5 de mayo de
2022, Magistrada Ponente Dra. Cristina Pardo Schlesinger. Surte efectos a partir de la
declaratoria de inconstitucionalidad del Acto Legislativo 01 de 2020, mediante Sentencia C-
294 de 2021. Es decir, desde el 2 de septiembre de 2021.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Numeral 3 original declarado INCONSTITUCIONAL por omisión legislativa, con efectos
diferidos y en los términos señalados en el numeral segundo de la parte resolutiva de la
providencia, en cuanto omite la posibilidad de impugnar todas las sentencias condenatorias; y
EXEQUIBLE el contenido positivo de la misma disposición, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-792-14 de 29 de octubre de 2014, Magistrado Ponente Dr. Luis
Guillermo Guerrero Pérez.

Establece el numeral 2o. de la parte resolutiva de la sentencia (subrayas del editor):

'SEGUNDO: EXHORTAR al Congreso de la República para que, en el término de un año
contado a partir de la notificación por edicto de esta sentencia, regule integralmente el
derecho a impugnar todas las sentencias condenatorias. De no hacerlo, a partir del
vencimiento de este término, se entenderá que procede la impugnación de todas las
sentencias condenatorias ante el superior de quien impuso la condena' .

Nota del editor: Esta sentencia fue fijada en el Edicto No. 49 de 24 de abril de 2015.

Concordancias

Ley 600 de 2000; Art. 75

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 906 de 2004:

ARTÍCULO 32. La Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia conoce:

1. De la casación.

2. De la acción de revisión cuando la sentencia o la preclusión ejecutoriadas hayan sido
proferidas en única o segunda instancia por esta corporación o por los tribunales.

3. <Numeral INCONSTITUCIONAL por omisión legislativa, con efectos diferidos y en los
términos señalados en la providencia, en cuanto omite la posibilidad de impugnar todas las
sentencias condenatorias> De los recursos de apelación contra los autos y sentencias que
profieran en primera instancia los tribunales superiores.

4. De la definición de competencia cuando se trate de aforados constitucionales y legales, o
de tribunales, o de juzgados de diferentes distritos.

5. <Ver Notas del Editor> Del juzgamiento de los funcionarios a que se refieren los artículos
174 y 235 numeral 2 de la Constitución Política.

6. <Ver Notas del Editor> Del juzgamiento de los funcionarios a que se refiere el artículo
235 numeral 4 de la Constitución Política.

7. De la investigación y juzgamiento de los Senadores y Representantes a la Cámara.

8. De las solicitudes de cambio de radicación de procesos penales de un distrito judicial a
otro durante el juzgamiento.



9. Del juzgamiento del viceprocurador, vicefiscal, magistrados de los consejos seccionales de
la judicatura, del Tribunal Superior Militar, del Consejo Nacional Electoral, fiscales
delegados ante la Corte Suprema de Justicia y Tribunales, Procuradores Delegados,
Procuradores Judiciales II, Registrador Nacional del Estado Civil, Director Nacional de
Fiscalía y Directores Seccionales de Fiscalía.

PARÁGRAFO. Cuando los funcionarios a los que se refieren los numerales 6, 7 y 9
anteriores hubieren cesado en el ejercicio de sus cargos, el fuero solo se mantendrá para los
delitos que tengan relación con las funciones desempeñadas.

-----

Texto original de la Ley, publicada en el Diario Oficial No. 45.657, de 31 de agosto de 2004:

PARÁGRAFO. Cuando los funcionarios a los que se refieren los literales 6, 7 y 9 anteriores
hubieren cesado en el ejercicio de sus cargos, el fuero solo se mantendrá para los delitos que
tengan relación con las funciones desempeñadas.

ARTÍCULO 33. DE LOS TRIBUNALES SUPERIORES DE DISTRITO RESPECTO DE
LOS JUECES PENALES DE CIRCUITO ESPECIALIZADOS. <Apartes tachados
INEXEQUIBLES> <Artículo modificado por el artículo 13 de la Ley 2098 de 2021. El nuevo
texto es el siguiente:> Los tribunales superiores de distrito respecto de los jueces penales de
circuito especializados conocen:

1. Del recurso de apelación de los autos y sentencias que sean proferidas en primera instancia por
los jueces penales de circuito especializados.

2. En primera instancia, de los procesos que se sigan a los jueces penales de circuito
especializados y fiscales delegados ante los juzgados penales de circuito especializados por los
delitos que cometan en ejercicio de sus funciones o por razón de ellas.

3. De la acción de revisión contra sentencias proferidas por los jueces penales de circuito
especializados, y preclusiones proferidas en investigaciones por delitos de su competencia.

4. De las solicitudes de cambio de radicación dentro del mismo distrito.

5. De la definición de competencia de los jueces del mismo distrito.

6. Del recurso de apelación interpuesto en contra la decisión del juez de ejecución de penas
cuando se trate de condenados por delitos de competencia de los jueces penales de circuito
especializados.

7. Del control automático de las providencias proferidas en primera instancia por los jueces
penales del circuito especializado que impongan la prisión perpetua revisable.

8. Del control automático del auto que niega la revisión o modifica la prisión perpetua, proferido
por los jueces penales del circuito especializado.

Notas de Vigencia



- Artículo modificado por el artículo 13 de la Ley 2098 de 2021, 'por medio de la cual se
reglamenta la prisión perpetua revisable y se reforma el Código Penal (Ley 599 de 2000), el
Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004), el Código Penitenciario y Carcelario (Ley
65 de 1993) y se dictan otras disposiciones, Ley Gilma Jiménez', publicada en el Diario
Oficial No. 51.727 de 6 de julio de 2021.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional declaró estarse a lo resuelto en la Sentencia C-155-22, mediante
Sentencia C-383-22 según Comunicado de Prensa de 2 de noviembre de 2022, Magistrado
Ponente Dr. Hernán Correa Cardozo.

- La Corte Constitucional declaró estarse a lo resuelto en la Sentencia C-155-22, mediante
Sentencia C-163-22 de 11 de mayo de 2022, Magistrada Ponente Dra. Paola Andrea Meneses
Mosquera.

- Numerales 7 y 8  del texto modificado por la Ley 2098 de 2021 declarados
INEXEQUIBLES por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-155-22 de 5 de mayo de
2022, Magistrada Ponente Dra. Cristina Pardo Schlesinger. Surte efectos a partir de la
declaratoria de inconstitucionalidad del Acto Legislativo 01 de 2020, mediante Sentencia C-
294 de 2021. Es decir, desde el 2 de septiembre de 2021.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 906 de 2004:

ARTÍCULO 33. Los tribunales superiores de distrito respecto de los jueces penales de
circuito especializados conocen:

1. Del recurso de apelación de los autos y sentencias que sean proferidas en primera instancia
por los jueces penales de circuito especializados.

2. En primera instancia, de los procesos que se sigan a los jueces penales de circuito
especializados y fiscales delegados ante los juzgados penales de circuito especializados por
los delitos que cometan en ejercicio de sus funciones o por razón de ellas.

3. De la acción de revisión contra sentencias proferidas por los jueces penales de circuito
especializados, y preclusiones proferidas en investigaciones por delitos de su competencia.

4. De las solicitudes de cambio de radicación dentro del mismo distrito.

5. De la definición de competencia de los jueces del mismo distrito.

6. Del recurso de apelación interpuesto en contra la decisión del juez de ejecución de penas
cuando se trate de condenados por delitos de competencia de los jueces penales de circuito
especializados.

ARTÍCULO 34. DE LOS TRIBUNALES SUPERIORES DE DISTRITO. <Apartes tachados
INEXEQUIBLES> <Artículo modificado por el artículo 14 de la Ley 2098 de 2021. El nuevo
texto es el siguiente:> Las salas penales de los tribunales superiores de distrito judicial conocen:



1. De los recursos de apelación contra los autos y sentencias que en primera instancia profieran
los jueces del circuito y de las sentencias proferidas por los municipales del mismo distrito.

2. En primera instancia, de las actuaciones que se sigan a los jueces del circuito, de ejecución de
penas y medidas de seguridad, municipales, de menores, de familia, penales militares,
procuradores provinciales, procuradores grado 1, personeros distritales y municipales cuando
actúan como agentes del Ministerio Público en la actuación penal, y a los fiscales delegados ante
los jueces penales del circuito, municipales o promiscuos, por los delitos que cometan en
ejercicio de sus funciones o por razón de ellas.

3. De la acción de revisión contra sentencias proferidas por los jueces de circuito o municipales
pertenecientes al mismo distrito, y preclusiones proferidas en investigaciones por delitos de su
competencia.

4. De las solicitudes de cambio de radicación dentro del mismo distrito.

5. De la definición de competencia de los jueces del circuito del mismo distrito, o municipales de
diferentes circuitos.

6. Del recurso de apelación interpuesto contra de la decisión del juez de ejecución de penas.

7. Del control automático de las providencias proferidas en primera instancia por los jueces
penales del circuito que impongan la prisión perpetua revisable.

8. Del incidente de revisión de la pena de prisión perpetua y evaluación de resocialización
descrito en el artículo 483A.

9. Del control automático del auto que niega la revisión o modifica la prisión perpetua proferido
por los jueces penales de circuito

PARÁGRAFO. Las sentencias que impongan la pena de prisión perpetua y sean confirmadas por
los Tribunales de Distrito Judicial tendrán revisión por parte de la Sala de Casación Penal de la
Corte Suprema de Justicia, esta revisión se hará en término máximo de treinta (30) días y en
efecto suspensivo.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 14 de la Ley 2098 de 2021, 'por medio de la cual se
reglamenta la prisión perpetua revisable y se reforma el Código Penal (Ley 599 de 2000), el
Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004), el Código Penitenciario y Carcelario (Ley
65 de 1993) y se dictan otras disposiciones, Ley Gilma Jiménez', publicada en el Diario
Oficial No. 51.727 de 6 de julio de 2021.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- La Corte Constitucional declaró estarse a lo resuelto en la Sentencia C-155-22, mediante
Sentencia C-383-22 según Comunicado de Prensa de 2 de noviembre de 2022, Magistrado
Ponente Dr. Hernán Correa Cardozo.

- La Corte Constitucional declaró estarse a lo resuelto en la Sentencia C-155-22, mediante
Sentencia C-163-22 de 11 de mayo de 2022, Magistrada Ponente Dra. Paola Andrea Meneses
Mosquera.

- Numerales 7, 8 y 9 y páragrafo del texto modificado por la Ley 2098 de 2021 declarados
INEXEQUIBLES por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-155-22 de 5 de mayo de
2022, Magistrada Ponente Dra. Cristina Pardo Schlesinger. Surte efectos a partir de la
declaratoria de inconstitucionalidad del Acto Legislativo 01 de 2020, mediante Sentencia C-
294 de 2021. Es decir, desde el 2 de septiembre de 2021.

Concordancias

Ley 906 de 2004; Art. 478

Ley 600 de 2000; Art. 76

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 906 de 2004:

ARTÍCULO 34. Las salas penales de los tribunales superiores de distrito judicial conocen:

1. De los recursos de apelación contra los autos y sentencias que en primera instancia
profieran los jueces del circuito y de las sentencias proferidas por los municipales del mismo
distrito.

2. En primera instancia, de las actuaciones que se sigan a los jueces del circuito, de ejecución
de penas y medidas de seguridad, municipales, de menores, de familia, penales militares,
procuradores provinciales, procuradores grado I, personeros distritales y municipales cuando
actúan como agentes del Ministerio Público en la actuación penal, y a los fiscales delegados
ante los jueces penales del circuito, municipales o promiscuos, por los delitos que cometan
en ejercicio de sus funciones o por razón de ellas.

3. De la acción de revisión contra sentencias proferidas por los jueces de circuito o
municipales pertenecientes al mismo distrito, y preclusiones proferidas en investigaciones
por delitos de su competencia.

4. De las solicitudes de cambio de radicación dentro del mismo distrito.

5. De la definición de competencia de los jueces del circuito del mismo distrito, o
municipales de diferentes circuitos.

6. Del recurso de apelación interpuesto contra la decisión del juez de ejecución de penas.

ARTÍCULO 35. DE LOS JUECES PENALES DE CIRCUITO ESPECIALIZADOS. <Ver
Notas del Editor> Los jueces penales de circuito especializado conocen de:



1. Genocidio.

2. Homicidio agravado según los numerales 8, 9 y 10 del artículo 104 del Código Penal.

3. Lesiones personales agravadas según los numerales 8, 9 y 10 del artículo 104 del Código
Penal.

4. Los delitos contra personas y bienes protegidos por el Derecho Internacional Humanitario.

5. Secuestro extorsivo o agravado según los numerales 6, 7, 11 y 16 del artículo 170 del Código
Penal.

6. Desaparición forzada.

7. Apoderamiento de aeronaves, naves o medio de transporte colectivo.

8. Tortura.

9. Desplazamiento forzado.

10. Constreñimiento ilegal agravado según el numeral 1 del artículo 183 del Código Penal.

11. Constreñimiento para delinquir agravado según el numeral 1 del artículo 185 del Código
Penal.

12. <Ver Notas del Editor> Hurto de hidrocarburos o sus derivados cuando se sustraigan de un
oleoducto, gasoducto, naftaducto o poliducto, o que se encuentren almacenados en fuentes
inmediatas de abastecimiento o plantas de bombeo.

Notas del Editor

- Para la interpretación de este numeral el editor sugiere tener en cuenta lo dispuesto por el
Artículo 1o. de la Ley 1028 de 2006, 'por la cual se adiciona el Código Penal y se dictan otras
disposiciones', publicada en el Diario Oficial 46.298 de 13 de junio de 2006.

El texto original del Artículo 1o. mencionado es el siguiente:

'ARTÍCULO 1o. El Título X del Código Penal, se adiciona con el siguiente capítulo:

'CAPITULO VI.

“'DEL APODERAMIENTO DE LOS HIDROCARBUROS, SUS DERIVADOS,
BIOCOMBUSTIBLES O MEZCLAS QUE LOS CONTENGAN Y OTRAS
DISPOSICIONES'.

'Artículo 327-A. Apoderamiento de hidrocarburos, sus derivados, biocombustibles o mezclas
que los contengan. El que se apodere de hidrocarburos, sus derivados, biocombustibles o
mezclas que los contengan debidamente reglamentados, cuando sean transportados a través
de un oleoducto, gasoducto, poliducto o a través de cualquier otro medio, o cuando se
encuentren almacenados en fuentes inmediatas de abastecimiento o plantas de bombeo,
incurrirá en prisión de ocho (8) a quince (15) años y multa de mil trescientos (1.300) a doce
mil (12.000) salarios mínimos mensuales legales vigentes.

'En las mismas penas incurrirá el que mezcle ilícitamente hidrocarburos, sus derivados,



biocombustibles o mezclas que los contengan.

'Cuando el apoderamiento se cometiere en volúmenes que no exceda de veinte (20) galones o
65 metros cúbicos (m3) de gas, la pena será de prisión de tres (3) a ocho (8) años y multa de
doscientos (200) a setecientos (700) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

'Artículo 327-B. Apoderamiento o alteración de sistemas de identificación. El que se apodere
o altere sistemas o mecanismos legalmente autorizados para la identificación de la
procedencia de los hidrocarburos, sus derivados, los biocombustibles o mezclas que los
contengan, tales como equipos, sustancias, marcadores, detectores o reveladores, incurrirá en
prisión de cinco (5) a doce (12) años y multa de setecientos (700) a seis mil (6.000) salarios
mínimos legales mensuales vigentes.

'Artículo 327-C. Receptación. El que sin haber tomado parte en la ejecución de las conductas
punibles descritas en los artículos 327-A y 327-B adquiera, transporte, almacene, conserve,
tenga en su poder, venda, ofrezca, financie, suministre o comercialice a cualquier título
hidrocarburos, sus derivados, biocombustibles o mezclas que los contengan debidamente
reglamentadas o sistemas de identificación legalmente autorizados, cuando tales bienes
provengan de la ejecución de alguno de estos delitos, incurrirá en prisión de seis (6) a doce
(12) años y multa de mil (1.000) a seis mil (6.000) salarios mínimos legales mensuales
vigentes.

'En la misma pena incurrirá el que destine mueble o inmueble o autorice o tolere en ellos tal
destinación o realice cualquier actividad que facilite la comisión de las conductas
mencionadas en el inciso anterior.

'Artículo 327-D. Destinación ilegal de combustibles. El que sin autorización legal venda,
ofrezca, distribuya o comercialice a cualquier título combustibles líquidos amparados
mediante el artículo 1o de la Ley 681 de 2001 o las normas que lo modifiquen, aclaren o
adicionen, incurrirá en prisión de seis (6) a doce (12) años y multa de mil (1.000) a seis mil
(6.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

'En la misma pena incurrirá el que con incumplimiento de la normatividad existente,
adquiera, transporte, almacene, conserve o tenga en su poder combustibles líquidos derivados
del petróleo con destino a zonas de frontera.

'Artículo 327-E. Circunstancia genérica de agravación. Cuando alguno de los delitos
previstos en este capítulo se cometiere por servidor público, persona que ejerza funciones
públicas o integrantes de grupos armados organizados al margen de la ley, las penas
respectivas se aumentarán en una tercera parte a la mitad'.

13. Extorsión en cuantía superior a quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales
vigentes.

14. Lavado de activos cuya cuantía sea o exceda de cien (100) salarios mínimos legales
mensuales.

15. Testaferrato cuya cuantía sea o exceda de cien (100) salarios mínimos legales mensuales.

16. Enriquecimiento ilícito de particulares cuando el incremento patrimonial no justificado se
derive en una u otra forma de las actividades delictivas a que se refiere el presente artículo, cuya



cuantía sea o exceda de cien (100) salarios mínimos legales mensuales.

17. Concierto para delinquir agravado según el inciso 2o. del artículo 340 del Código Penal.

18. Entrenamiento para actividades ilícitas.

19. Terrorismo.

20. <Numeral modificado por el artículo 24 de la Ley 1121 de 2006. El nuevo texto es el
siguiente:> Financiamiento del terrorismo y administración de recursos relacionados con
actividades terroristas.

Notas de Vigencia

- Numeral modificado por el artículo 24 de la Ley 1121 de 2006, publicada en el Diario
Oficial No. 46.497 de 30 de diciembre de 2006.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 906 de 2004:

20. Administración de recursos relacionados con actividades terroristas.

21. Instigación a delinquir con fines terroristas para los casos previstos en el inciso 2o. del
artículo 348 del Código Penal.

22. Empleo o lanzamiento de sustancias u objetos peligrosos con fines terroristas.

23. De los delitos señalados en el artículo 366 del Código Penal.

24. Empleo, producción y almacenamiento de minas antipersonales.

25. Ayuda e inducción al empleo, producción y transferencia de minas antipersonales.

26. Corrupción de alimentos, productos médicos o material profiláctico con fines terroristas.

27. Conservación o financiación de plantaciones ilícitas cuando la cantidad de plantas exceda de
8.000 unidades o la de semillas sobrepasen los 10.000 gramos.

28. Delitos señalados en el artículo 376 del Código Penal, agravados según el numeral 3 del
artículo 384 del mismo código.

29. Destinación ilícita de muebles o inmuebles cuando la cantidad de droga elaborada,
almacenada o transportada, vendida o usada, sea igual a las cantidades a que se refiere el literal
anterior.

30. Delitos señalados en el artículo 382 del Código Penal cuando su cantidad supere los cien
(100) kilos o los cien (100) litros en caso de ser líquidos.

31. Existencia, construcción y utilización ilegal de pistas de aterrizaje.

32. <Numeral adicionado por el artículo 22 de la Ley 985 de 2005. El nuevo texto es el
siguiente:> Trata de Personas, cuando la conducta implique el traslado o transporte de personas
desde o hacia el exterior del país, o la acogida, recepción o captación de estas.



Notas de Vigencia

- Numeral 32. adicionado por el artículo 22 de la Ley 985 de 2005, publicada en el Diario
Oficial No. 46.015 de 29 de agosto de 2005.

33. <Numeral adicionado por el artículo 3 de la Ley 2111 de 2021. El nuevo texto es el
siguiente:> De los delitos de aprovechamiento ilícito de los recursos naturales renovables, tráfico
de fauna, deforestación, promoción y financiación de la deforestación, daños en los recursos
naturales y ecocidio, e invasión de áreas de especial importancia ecológica.

Notas de Vigencia

- Numeral 33 adicionado por el artículo 3 de la Ley 2111 de 2021, 'por medio del cual se
sustituye el Título XI “De los delitos contra los recursos naturales y el medio ambiente” de la
Ley 599 de 2000, se modifica la Ley 906 de 2004 y se dictan otras disposiciones', publicada
en el Diario Oficial No. 51.750 de 29 de julio de 2021.

Notas del Editor

- Para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo dispuesto por el Artículo 3o.
de la Ley 1028 de 2006, 'por la cual se adiciona el Código Penal y se dictan otras
disposiciones', publicada en el Diario Oficial 46.298 de 13 de junio de 2006.

El texto original del Artículo 3o. mencionado es el siguiente:

'ARTÍCULO 3o. COMPETENCIA. La competencia de los delitos previstos en este capítulo
corresponde a los Jueces Penales de Circuito Especializados'.

Los delitos tipificados por la Ley 1028 de 2006 están descritos en el Artículo 1o. y
corresponden a los Artículos 327A, 327B, 327C, 327D y 327E de la Ley 599 de 2000
(Código Penal).

Concordancias

Ley 600 de 2000; Art. 1 Transitorio; Art. 5 Transitorio

ARTÍCULO 36. DE LOS JUECES PENALES DEL CIRCUITO. Los jueces penales de
circuito conocen:

1. Del recurso de apelación contra los autos proferidos por los jueces penales municipales o
cuando ejerzan la función de control de garantías.

2. De los procesos que no tengan asignación especial de competencia.

3. De la definición de competencia de los jueces penales o promiscuos municipales del mismo
circuito.

Concordancias

Ley 600 de 2000; Art. 77

ARTÍCULO 37. DE LOS JUECES PENALES MUNICIPALES. <Artículo modificado por el



artículo 2 de la Ley 1142 de 2007. El nuevo texto es el siguiente:> Los jueces penales
municipales conocen:

1. De los delitos de lesiones personales.

2. De los delitos contra el patrimonio económico en cuantía equivalente a una cantidad no
superior en pesos en ciento cincuenta (150) salarios mínimos mensuales legales vigentes al
momento de la comisión del hecho.

3. <Aparte tachado INEXEQUIBLE> De los procesos por delitos que requieren querella aunque
el sujeto pasivo sea un menor de edad, un inimputable, o la persona haya sido sorprendida en
flagrancia e implique investigación oficiosa.

La investigación de oficio no impide aplicar, cuando la decisión se considere necesaria, los
efectos propios de la querella para beneficio y reparación integral de la víctima del injusto. En
los delitos de violencia intrafamiliar, los beneficios quedarán supeditados a la valoración positiva
del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-743-10 de 15 de septiembre de 2010, Magistrado Ponente
Dr. Jorge Iván Palacio Palacio.

- La Corte Constitucional declaró estarse a lo resuelto en la Sentencia C-1198-08, mediante
Sentencia C-489-09 de 22 de julio de 2009, Magistrado Ponente Dr. Jorge Ignacio Pretelt
Chaljub.

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE, aparte tachado declarado INEXEQUIBLE por la
Corte Constitucional mediante Sentencia C-1198-08 de 4 de diciembre de 2008, Magistrado
Ponente Dr. Nilson Pinilla Pinilla. La Corte se inhibe de fallar respecto del aparte en letra
itálica del inciso 1o.

Concordancias

Ley 1098 de 2006; Título II, Libro II; Art. 192; Art. 193; Art. 194; Art. 195; Art. 196; Art.
197; Art. 198; Art. 199; Art. 200.

Ley 906 de 2004; Art. 74

4. De los delitos de violencia intrafamiliar e inasistencia alimentaria.

Concordancias

Ley 1098 de 2006; Art. 83

5. De la función de control de garantías.

6. <Numeral adicionado por el artículo 3 de la Ley 1273 de 2009. El nuevo texto es el
siguiente:> De los delitos contenidos en el título VII Bis



Notas de Vigencia

- Numeral 6 adicionado por el artículo 3 de la Ley 1273 de 2009, publicada en el Diario
Oficial No. 47.223 de 5 de enero de 2009.

7. <Numeral adicionado por el artículo 6 de la Ley 1774 de 2016. El nuevo texto es el
siguiente:> De los delitos contra los animales.

Notas de Vigencia

- Numeral adicionado por el artículo 6 de la Ley 1774 de 2016, 'por medio de la cual se
modifican el Código Civil, la Ley 84 de 1989, el Código Penal, el Código de Procedimiento
Penal y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 49.747 de 6 de enero
de 2016.

Concordancias

Ley 599 de 2000; Art. 339A; Art. 339B

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 2 de la Ley 1142 de 2007, publicada en el Diario Oficial
No. 46.673 de 28 de julio de 2007.

Concordancias

Ley 600 de 2000; Art. 78

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 906 de 2004:

ARTÍCULO 37. Los jueces penales municipales conocen:

1. De los delitos de lesiones personales.

2. De los delitos contra el patrimonio económico en cuantía equivalente a una cantidad no
superior en pesos en ciento cincuenta (150) salarios mínimos mensuales legales vigentes al
momento de la comisión del hecho.

3. De los procesos por delitos que requieren querella aunque el sujeto pasivo sea un menor de
edad e implique investigación oficiosa.

La investigación de oficio no impide aplicar, cuando la decisión se considere necesaria, los
efectos propios de la querella para beneficio y reparación integral de la víctima del injusto.

4. De la función de control de garantías.

Texto original de la Ley, publicada en el Diario Oficial No. 45.657, de 31 de agosto de 2004:

ARTÍCULO 37. DE LOS JUECES PENALES Y MUNICIPALES. Los jueces penales
municipales conocen:

1. De los delitos de lesiones personales.



2. De los delitos contra el patrimonio económico en cuantía equivalente a una cantidad no
superior en pesos en ciento cincuenta (150) salarios mínimos mensuales legales vigentes al
momento de la comisión del hecho.

3. De los procesos por delitos que requieren querella aunque el sujeto pasivo sea un menor de
edad e implique investigación oficiosa.

4. La investigación de oficio no impide aplicar, cuando la decisión se considere necesaria, los
efectos propios de la querella para beneficio y reparación integral de la víctima del injusto.

5. De la función de control de garantías.

ARTÍCULO 38. DE LOS JUECES DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE
SEGURIDAD. <Apartes tachados INEXEQUIBLES> <Artículo modificado por el artículo 15 de
la Ley 2098 de 2021. El nuevo texto es el siguiente:> Los jueces de ejecución de penas y
medidas de seguridad conocen:

1. De las decisiones necesarias para que las sentencias ejecutoriadas que impongan sanciones
penales se cumplan.

2. De la acumulación jurídica de penas en caso de varias sentencias condenatorias proferidas en
procesos distintos contra la misma persona.

3. Sobre la libertad condicional y su revocatoria.

4. De lo relacionado con la rebaja de la pena y redención de pena por trabajo, estudio o
enseñanza.

5. De la aprobación previa de las propuestas que formulen las autoridades penitenciarias o de las
solicitudes de reconocimiento de beneficios administrativos que supongan una modificación en
las condiciones de cumplimiento de la condena o una reducción del tiempo de privación efectiva
de libertad.

6. De la verificación del lugar y condiciones en que se deba cumplir la pena o la medida de
seguridad. Asimismo, del control para exigir los correctivos o imponerlos si se desatienden, y la
forma como se cumplen las medidas de seguridad impuestas a los inimputables.

En ejercicio de esta función, participarán con los gerentes p directores de los centros de
rehabilitación en todo lo concerniente a los condenados inimputables y ordenará la modificación
o cesación de las respectivas medidas, de acuerdo con los informes suministrados por los
equipos terapéuticos responsables del cuidado, tratamiento y rehabilitación de estas personas. Si
lo estima conveniente podrá ordenar las verificaciones de rigor acudiendo a colaboraciones
oficiales o privadas.

7. De la aplicación del principio de favorabilidad cuando debido a una ley posterior hubiere lugar
a reducción, modificación, sustitución, suspensión o extinción de la sanción penal.

8. De la extinción de la sanción penal.

9. Del reconocimiento de la ineficacia de la sentencia condenatoria cuando la norma
incriminadora haya sido declarada inexequible o haya perdido su vigencia.



10. De la evaluación de resocialización del condenado a prisión perpetua que haya cumplido 25
años de privación efectiva de la libertad.

11. Del seguimiento al cumplimiento del Plan Individual de resocialización de que trata el
artículo 68C, y su continuidad, modificación o adición conforme los avances.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional declaró estarse a lo resuelto en la Sentencia C-155-22, mediante
Sentencia C-383-22 según Comunicado de Prensa de 2 de noviembre de 2022, Magistrado
Ponente Dr. Hernán Correa Cardozo.

- La Corte Constitucional declaró estarse a lo resuelto en la Sentencia C-155-22, mediante
Sentencia C-163-22 de 11 de mayo de 2022, Magistrada Ponente Dra. Paola Andrea Meneses
Mosquera.

- Numerales 10 y 11 del texto modificado por la Ley 2098 de 2021 declarados
INEXEQUIBLES por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-155-22 de 5 de mayo de
2022, Magistrada Ponente Dra. Cristina Pardo Schlesinger. Surte efectos a partir de la
declaratoria de inconstitucionalidad del Acto Legislativo 01 de 2020, mediante Sentencia C-
294 de 2021. Es decir, desde el 2 de septiembre de 2021.

PARÁGRAFO 1o. Cuando se trate de condenados que gocen de fuero constitucional o legal, la
competencia para la ejecución de las sanciones penales corresponderá, en primera instancia, a los
jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad del lugar donde se encuentre cumpliendo la
pena. La segunda instancia corresponderá al respectivo juez de conocimiento.

PARÁGRAFO 2o. Los jueces penales del circuito y penales municipales conocerán y decretarán
la extinción de la sanción penal por prescripción en los procesos de su competencia.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 15 de la Ley 2098 de 2021, 'por medio de la cual se
reglamenta la prisión perpetua revisable y se reforma el Código Penal (Ley 599 de 2000), el
Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004), el Código Penitenciario y Carcelario (Ley
65 de 1993) y se dictan otras disposiciones, Ley Gilma Jiménez', publicada en el Diario
Oficial No. 51.727 de 6 de julio de 2021.

- Parágrafo adicionado por el artículo 1 de la Ley 937 de 2004, publicada en el Diario Oficial
No. 45.778 de 31 de diciembre de 2004.

El artículo 2 establece: 'La presente ley rige a partir de su promulgación, se aplicará para los
procesos que a la fecha de la misma no hayan sido remitidos a los jueces de ejecución de
penas y medidas de seguridad y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias'

Concordancias



Ley 1709 de 2014; Art. 5o.; Art. 42  

Ley 600 de 2000; Art. 79

Ley 65 de 1993; Art. 7A; Art. 51  

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 906 de 2004, parcialmente adicionado por la Ley 937 de 2004:

ARTÍCULO 38. Los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad conocen:

1. De las decisiones necesarias para que las sentencias ejecutoriadas que impongan sanciones
penales se cumplan.

2. De la acumulación jurídica de penas en caso de varias sentencias condenatorias proferidas
en procesos distintos contra la misma persona.

3. Sobre la libertad condicional y su revocatoria.

4. De lo relacionado con la rebaja de la pena y redención de pena por trabajo, estudio o
enseñanza.

5. De la aprobación previa de las propuestas que formulen las autoridades penitenciarias o de
las solicitudes de reconocimiento de beneficios administrativos que supongan una
modificación en las condiciones de cumplimiento de la condena o una reducción del tiempo
de privación efectiva de libertad.

6. De la verificación del lugar y condiciones en que se deba cumplir la pena o la medida de
seguridad. Asimismo, del control para exigir los correctivos o imponerlos si se desatienden, y
la forma como se cumplen las medidas de seguridad impuestas a los inimputables.

En ejercicio de esta función, participarán con los gerentes o directores de los centros de
rehabilitación en todo lo concerniente a los condenados inimputables y ordenará la
modificación o cesación de las respectivas medidas, de acuerdo con los informes
suministrados por los equipos terapéuticos responsables del cuidado, tratamiento y
rehabilitación de estas personas. Si lo estima conveniente podrá ordenar las verificaciones de
rigor acudiendo a colaboraciones oficiales o privadas.

7. De la aplicación del principio de favorabilidad cuando debido a una ley posterior hubiere
lugar a reducción, modificación, sustitución, suspensión o extinción de la sanción penal.

8. De la extinción de la sanción penal.

9. Del reconocimiento de la ineficacia de la sentencia condenatoria cuando la norma
incriminadora haya sido declarada inexequible o haya perdido su vigencia.

PARÁGRAFO. Cuando se trate de condenados que gocen de fuero constitucional o legal, la
competencia para la ejecución de las sanciones penales corresponderá, en primera instancia, a
los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad del lugar donde se encuentre
cumpliendo la pena. La segunda instancia corresponderá al respectivo juez de conocimiento.

PARÁGRAFO 2o. <Parágrafo adicionado por el artículo 1 de la Ley 937 de 2004. El nuevo



texto es el siguiente:> Los jueces penales del circuito y penales municipales conocerán y
decretarán la extinción de la sanción penal por prescripción en los procesos de su
competencia.

ARTÍCULO 39. DE LA FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTÍAS. <Artículo
modificado por el artículo 48 de la Ley 1453 de 2011. El nuevo texto es el siguiente:> La función
de control de garantías será ejercida por cualquier juez penal municipal. El juez que ejerza el
control de garantías quedará impedido para ejercer la función del conocimiento del mismo caso
en su fondo.

Cuando el acto sobre el cual deba ejercerse la función de control de garantías corresponda a un
asunto que por competencia esté asignado a juez penal municipal, o concurra causal de
impedimento y sólo exista un funcionario de dicha especialidad en el respectivo municipio, la
función de control de garantías deberá ejercerla otro juez municipal del mismo lugar sin importar
su especialidad o, a falta de este, el del municipio más próximo.

PARÁGRAFO 1o. En los casos que conozca la Corte Suprema de Justicia, la función de Juez de
Control de Garantías será ejercida por un Magistrado de la Sala Penal del Tribunal Superior de
Bogotá.

PARÁGRAFO 2o. Cuando el lugar donde se cometió el hecho pertenezca a un circuito en el que
haya cuatro o más jueces municipales, un número determinado y proporcional de jueces
ejercerán exclusivamente la función de control de garantías, de acuerdo con la distribución y
organización dispuesta por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura o de los
respectivos Consejos Seccionales de la Judicatura, previo estudio de los factores que para el
asunto se deban tener en cuenta.

PARÁGRAFO 3o. Habrá jueces de garantías ambulantes que actúen en los sitios donde sólo
existe un juez municipal o cuando se trate de un lugar en el que el traslado de las partes e
intervinientes se dificulte por razones de transporte, distancia, fuerza mayor o en casos
adelantados por la Unidad Nacional de Derechos Humanos de la Fiscalía General de la Nación o
en los que exista problemas de seguridad de los funcionarios.

La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura o los respectivos Consejos
Seccionales de la Judicatura, autorizará, previo estudio de los factores que para el asunto se
deban tener en cuenta, su desplazamiento y su seguridad. <Notas de Vigencia>

- Artículo modificado por el artículo 48 de la Ley 1453 de 2011, publicada en el Diario Oficial
No. 48.110 de 24 de junio de 2011.

- Artículo modificado por el artículo 3 de la Ley 1142 de 2007, publicada en el Diario Oficial
No. 46.673 de 28 de julio de 2007.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre el inciso 1o. (parcial)  por
ineptitud de la demanda, mediante Sentencia C-789-06 de 20 de septiembre de 2006,
Magistrado Ponente Dr. Nilson Pinilla Pinilla.

- Parágrafo 1o. declarado EXEQUIBLE, por el cargo analizado, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-591-05 de 9 de junio de 2005, Magistrada Ponente Dr. Clara Inés
Vargas Hernández, 'en el entendido que se refiere a los casos previstos en el numeral 4 del
artículo 235 de la Constitución.'

Legislación Anterior

Texto modificado por la Ley 1142 de 2007:

ARTÍCULO 39. La función de control de garantías será ejercida por un juez penal municipal
del lugar donde se cometió el delito.

Si más de un juez penal municipal resultare competente para ejercer la función de control de
garantías, esta será ejercida por el que se encuentre disponible de acuerdo con los turnos
previamente establecidos. El juez que ejerza el control de garantías quedará impedido para
conocer del mismo caso en su fondo.

Si la captura se produjo en lugar distinto al de la comisión de la conducta punible, la función
de control de garantías podrá efectuarla el juez penal municipal del territorio donde se realizó
la aprehensión o de aquel donde por razones de urgencia o seguridad haya sido recluido el
capturado. A falta de este se acudirá al juez municipal de otra especialidad.

Si después de ejercido el control judicial de la captura el fiscal formula imputación, solicita
imposición de medida de aseguramiento o realiza cualquier otra solicitud dentro del mismo
asunto, se aplicará la misma regla del inciso anterior.

Cuando el acto sobre el cual deba ejercerse la función de control de garantías corresponda a
un asunto que por competencia esté asignado a juez penal municipal, o concurra causal de
impedimento y sólo exista un funcionario de dicha especialidad en el respectivo municipio,
la función de control de garantías deberá ejercerla otro juez municipal del mismo lugar sin
importar su especialidad o, a falta de este, el del municipio más próximo.

PARÁGRAFO 1o. En los casos que conozca la Corte Suprema de Justicia, la función de juez
de control de garantías será ejercida por un magistrado de la sala penal del Tribunal Superior
de Bogotá.

PARÁGRAFO 2o. Cuando el lugar donde se cometió el hecho pertenezca a un circuito en el
que haya cuatro o más jueces municipales, un número determinado y proporcional de jueces
ejercerán exclusivamente la función de control de garantías, de acuerdo con la distribución y
organización dispuesta por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura o de
los respectivos Consejos Seccionales de la Judicatura, previo estudio de los factores que para
el asunto se deban tener en cuenta.

PARÁGRAFO 3o. Habrá jueces de garantías ambulantes que actúen en los sitios donde sólo
existe un juez municipal y, además, se trate de un lugar en el que el traslado de las partes e



intervinientes se dificulte por razones de transporte, distancia, fuerza mayor u otras análogas.

Texto original de la Ley 906 de 2004:

ARTÍCULO 39. La función de control de garantías será ejercida por un juez penal municipal
del lugar en que se cometió el delito.

Si más de un juez penal municipal resultare competente para ejercer la función de control de
garantías, esta será ejercida por el que se encuentre disponible de acuerdo con los turnos
previamente establecidos. El juez que ejerza el control de garantías quedará impedido para
conocer del mismo caso en su fondo.

Cuando el acto sobre el cual deba ejercerse la función de control de garantías corresponda a
un asunto que por competencia esté asignado a juez penal municipal, o concurra causal de
impedimento y solo exista un funcionario de dicha especialidad en el respectivo municipio,
la función de control de garantías deberá ejercerla otro juez municipal del mismo lugar sin
importar su especialidad o, a falta de este, del municipio más próximo.

PARÁGRAFO 1o. <Parágrafo CONDICIONALMENTE exequible> En los casos que
conozca la Corte Suprema de Justicia, la función de juez de control de garantías será ejercida
por un magistrado de la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá.

PARÁGRAFO 2o. Cuando el lugar donde se cometió el hecho pertenezca a un circuito en el
que haya cuatro o más jueces de esa categoría, uno de estos ejercerá la función de control de
garantías.

ARTÍCULO 40. COMPETENCIA PARA IMPONER LAS PENAS Y LAS MEDIDAS DE
SEGURIDAD. Anunciado el sentido del fallo, salvo las excepciones establecidas en este código,
el juez del conocimiento será competente para imponer las penas y las medidas de seguridad,
dentro del término señalado en el capítulo correspondiente.

ARTÍCULO 41. COMPETENCIA PARA EJECUTAR. Ejecutoriado el fallo, el juez de
ejecución de penas y medidas de seguridad será competente para los asuntos relacionados con la
ejecución de sanción.

CAPITULO III.

COMPETENCIA TERRITORIAL.

ARTÍCULO 42. DIVISIÓN TERRITORIAL PARA EFECTO DEL JUZGAMIENTO. El
territorio nacional se divide para efectos del juzgamiento en distritos, circuitos y municipios.

La Corte Suprema de Justicia tiene competencia en todo el territorio nacional.

Los tribunales superiores de distrito judicial en el correspondiente distrito.

Los jueces de circuito especializado en el respectivo distrito.

Los jueces del circuito en el respectivo circuito, salvo lo dispuesto en norma especial.



Los jueces municipales en el respectivo municipio, salvo lo dispuesto en norma especial.

Los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad en el respectivo distrito.

Concordancias

Ley 600 de 2000; Art. 81

ARTÍCULO 43. COMPETENCIA. Es competente para conocer del juzgamiento el juez del
lugar donde ocurrió el delito.

Cuando no fuere posible determinar el lugar de ocurrencia del hecho, este se hubiere realizado en
varios lugares, en uno incierto o en el extranjero, la competencia del juez de conocimiento se fija
por el lugar donde se formule acusación por parte de la Fiscalía General de la Nación, lo cual
hará donde se encuentren los elementos fundamentales de la acusación.

Las partes podrán controvertir la competencia del juez únicamente en audiencia de formulación
de acusación.

Para escoger el juez de control de garantías en estos casos se atenderá lo señalado anteriormente.
Su escogencia no determinará la del juez de conocimiento.

Concordancias

Ley 600 de 2000; Art. 83

ARTÍCULO 44. COMPETENCIA EXCEPCIONAL. Cuando en el lugar en que debiera
adelantarse la actuación no haya juez, o el juez único o todos los jueces disponibles se hallaren
impedidos, las salas administrativas del Consejo Superior de la Judicatura, o los consejos
seccionales, según su competencia, podrán a petición de parte, y para preservar los principios de
concentración, eficacia, menor costo del servicio de justicia e inmediación, ordenar el traslado
temporal del juez que razonablemente se considere el más próximo, así sea de diferente
municipio, circuito o distrito, para atender esas diligencias o el desarrollo del proceso. La
designación deberá recaer en funcionario de igual categoría, cuya competencia se entiende
válidamente prorrogada. La Sala Penal de la Corte, así como los funcionarios interesados en el
asunto, deberán ser informados de inmediato de esa decisión.
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